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HONORABLE CAMARA:





	Vuestra Comisión de Educación, Cultura, Ciencias y Tecnología, Deportes y Recreación pasa a informar, en segundo trámite constitucional, el proyecto de la referencia, originado en un Mensaje de S.E. el Presidente de la República.





	Para el despacho de esta iniciativa la Comisión contó con la colaboración de la abogado del Departamento Legal del Ministerio de Educación, doña Blanca Enriqueta Yon Aguilera.








ANTECEDENTES





	1.   El Mensaje con que el Presidente de la República remitió esta iniciativa al Senado, fundamenta las disposiciones que propone en los siguientes aspectos:








1º Señala que desde 1982, diversos Secretarios Regionales Ministeriales de Educación, basándose en la normativa entonces vigente, procedieron a declarar como cooperadores de la función educacional del Estado, a diversos establecimientos educacionales dependientes de servicios o empresas públicas tales como la Corporación del Cobre y el Ejército de Chile, otorgándoles, asimismo, el derecho a subvención fiscal.





No obstante, tal práctica ha sido objeto de reparos por parte de la Contraloría General de la República, organismo que ha sostenido, desde 1988 en adelante, que sólo corresponde otorgar subvención educacional a los establecimientos de enseñanza particular gratuita y a los dependientes de los municipios.





Dicha interpretación, si bien no ha causado problemas hasta ahora, ciertamente si los provocaría si fuere necesario proceder como lo sostiene el organismo contralor, toda vez que deberían restituirse las subvenciones recibidas.





2º Plantea luego el Mensaje tres modificaciones a la Ley de Subvenciones (decreto con fuerza de ley Nº 5, del Ministerio de Educación, de 1992):





� la primera busca prevenir el problema que significa para el Estado el no poder dar debido cumplimiento a la garantía constitucional del derecho a la educación, consagrada en el Nº 10 del artículo 19 de la Carta Fundamental, situación que se produce como consecuencia de la retención del pago de la subvención que pueden disponer los Secretarios Regionales Ministeriales de Educación, ante la no cancelación de las cotizaciones previsionales del personal de algún establecimiento educacional por parte del sostenedor.








	Añade el Mensaje que la retención prolongada de la subvención, de acuerdo a la experiencia, ha mostrado poder generar situaciones de mayor gravedad en perjuicio de la comunidad escolar. De ahí la necesidad de crear una instancia superior, radicada en el Subsecretario del ramo, para que concilie el interés previsional de los trabajadores con el derecho constitucional de los educandos.





	� la segunda busca revertir una situación que se estima perjudicial para el sostenedor de un establecimiento educacional. En efecto, actualmente por aplicación del sistema de discrepancias corregidas � el que se explica en la letra d) del Nº 2 de este capítulo � como medio para determinar el monto de la subvención a entregar al sostenedor, resulta que si el promedio de estas discrepancias en las fechas de las tres últimas visitas practicada al establecimiento es positivo (es decir, la discrepancia del establecimiento para la fecha de que se trate es mayor que la promedio en el área jurisdiccional correspondiente), se aplica un descuento del monto de la subvención de acuerdo a la tabla fijada por el inciso tercero del artículo 62 de este decreto con fuerza de ley, sin atender para nada a que la discrepancia durante la última de estas visitas haya sido igual a cero o negativa.





	Se estima que esta última situación debería beneficiar al sostenedor, pero como la ley, para los efectos de aplicar el descuento, se atiene sólo al promedio de las tres últimas visitas, el descuento procede igual con el consiguiente perjuicio para el sostenedor.





	� la tercera se refiere a la necesidad de evitar el recargo de labores a las autoridades superiores del Ministerio de Educación, quienes, actualmente, deben conocer, por la vía de la apelación, de todas las sanciones que los Secretarios Regionales Ministeriales de Educación impongan a los sostenedores en los correspondientes procesos administrativos de subvenciones.





	Se estima que tratándose de sanciones de poca relevancia en lo que dice relación con su cuantía, bien podrían ellas no dar lugar a una apelación sino que sólo a los recursos de reconsideración y de reposición cuyo conocimiento compete a los mismos Secretarios Regionales Ministeriales.





	2. E1 decreto con fuerza de ley Nº 5, del Ministerio de Educación, de 1992.





	Este cuerpo legal fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley Nº 2, del Ministerio de Educación, de 1989, sobre subvenciones del Estado a los establecimientos educacionales.





		Sus disposiciones, fundamentalmente, reglan la subvención que el Estado proporciona a la educación gratuita y a aquellos establecimientos particulares que cobran a sus alumnos valores mensuales no superiores a los promedios que esta misma normativa señala, modalidad esta última conocida como financiamiento compartido.





	El régimen de subvenciones propende a la "creación, mantención y ampliación de establecimientos educacionales cuya estructura, personal docente, recursos materiales, medios de enseñanza y demás elementos propios de aquella, proporcionen un adecuado ambiente educativo y cultural.".





	a) En lo que interesa a este informe, cabe señalar que su artículo 62 señala los requisitos para que los establecimientos de enseñanza puedan impetrar la subvención, los que son los siguientes:





	1º que tengan el reconocimiento oficial del Estado por haber cumplido con las exigencias que establece el artículo 21 de la ley Nº 18.962;





	2º que sus cursos se ajusten a los mínimos y a los máximos de alumnos que establece el reglamento para cada caso y en atención a las exigencias pedagógicas:





	3º que cuenten con los cursos o ciclos de educación correspondientes al nivel de enseñanza que proporcionen;





	4º que entre las exigencias de ingreso o permanencia no figuren cobros ni aportes económicos, directos o indirectos o de terceros o de cualquier naturaleza, que excedan los derechos de escolaridad y matrícula autorizados por este cuerpo legal, y





	5º que se encuentren al día en los pagos por concepto de remuneraciones y de cotizaciones previsionales respecto de su personal.





	b) su artículo 9º se refiere al valor unitario mensual de la subvención por alumno para cada nivel y modalidad de enseñanza, expresándolo en unidades de subvención educacional (U.S.E.), a la vez que su artículo 10 señala el monto en pesos de dicha unidad de subvención educacional, la que asciende a $ 5.144,70.� reajustable en el mismo porcentaje y oportunidad en que se otorgue un reajuste general de remuneraciones al sector público.





	c) su artículo 13 establece el procedimiento para la determinación de la subvención, señalando que los establecimientos con derecho a ella, percibirán una subvención fiscal mensual cuyo monto se determinará multiplicando el valor unitario que señala el artículo 9º por la asistencia media promedio registrada por curso en los tres meses precedentes al pago.





	d) su artículo 14 se refiere a las modificaciones que puede sufrir el monto de la subvención mensual, lo que ocurrirá cuando exista discrepancia entre las asistencias comprobadas en visitas inspectivas practicadas a un establecimiento determinado y la asistencia media declarada por el sostenedor de dicho establecimiento.





	Esta misma disposición distingue entre distintos tipos de discrepancia. En efecto, su letra a) señala que por discrepancia de un establecimiento educacional en una fecha determinada, se entiende la diferencia entre la asistencia observada por el inspector en esa fecha al visitar el establecimiento y la asistencia media declarada por el sostenedor en el mes correspondiente, dividida dicha diferencia por el último de los valores señalados, expresando el resultado como un porcentaje. Agrega la misma disposición que esta discrepancia será positiva cuando la asistencia media declarada sea mayor que la observada y negativa en caso contrario.





	Su letra b) define lo que debe entenderse por discrepancia promedio en el área jurisdiccional de la Dirección Provincial de Educación respectiva para una fecha determinada, señalando que ella equivale al promedio de las discrepancias detectadas en todos los establecimientos educacionales inspeccionados ese día por la Dirección Provincial en su área jurisdiccional.





	Su letra c) explica el concepto de discrepancia corregida de un establecimiento educacional para una fecha determinada, señalando que corresponde a la diferencia entre la discrepancia determinada para un establecimiento en esa fecha y la discrepancia promedio en la correspondiente área jurisdiccional en esa misma fecha. Agrega la norma que esta discrepancia será positiva si la determinada para el establecimiento es mayor que la promedio y negativa en caso contrario.





	El inciso tercero de este mismo artículo regla la situación que se produce cuando el promedio de las discrepancias corregidas de un establecimiento en la fecha de las tres últimas visitas resultare positivo (es decir, la discrepancia determinada para el establecimiento de que se trate fuere mayor que la promedio en el área jurisdiccional durante las tres últimas visitas), aplicando como sanción un descuento al monto de la subvención que corresponde recibir a ese establecimiento conforme a la tabla que ese mismo inciso señala, diferenciada según se trate de colegios o escuelas rurales o urbanas.





	e) Su artículo 36 señala que en caso de infracciones en contra de la misma ley o de su reglamento, los Secretarios Regionales ministeriales podrán aplicar sanciones administrativas, las que consistirán en multas: suspensión del pago de la subvención: privación de la subvención, la que puede ser total o parcial, definitiva o temporal; revocación del reconocimiento oficial, e inhabilidad temporal o perpetua del sostenedor para mantener o participar en cualquier forma en la administración de establecimientos educacionales subvencionados.





	Esta misma norma añade que las tres últimas sanciones sólo se aplicarán en caso de infracciones graves.





					f)	Su artículo 37 señala las infracciones que se consideran graves, incluyendo en su letra f) el atraso reiterado en el pago de las remuneraciones, cotizaciones previsionales y de salud del personal.





	g) Su artículo 39 añade que las sanciones se aplicarán previo proceso administrativo de subvenciones, instruido por el Secretario Regional Ministerial de Educación que corresponda.





	El inciso segundo de esta norma concede, en caso de que las sanciones sean multas o suspensión del pago de la subvención, un recurso de apelación ante el Subsecretario de Educación, pero si se tratare de alguna de las otras sanciones señaladas, vale decir, privación de la subvención, revocación del reconocimiento oficial e inhabilidad del sostenedor, el recurso procederá ante el Ministro de Educación.





	3. El decreto ley Nº 3.476, de 1980.





	Este cuerpo legal estableció la normativa por la que deberían regirse los establecimientos de enseñanza particular gratuita para los efectos de recibir la subvención fiscal.





	Entre las distintas disposiciones que establece, gran parte de ellas reproducidas por el decreto con fuerza de ley Nº 5, del Ministerio de Educación, de 1992, actual Ley de Subvenciones, el que refunde el texto de este decreto ley con otras disposiciones legales, cabe destacar, para los efectos de este informe, su artículo 3º que establece los requisitos para que los establecimientos particulares gratuitos puedan impetrar el beneficio de la subvención. Entre estos requisitos, muy similares a los que establece el artículo 6º del citado decreto con fuerza de ley Nº 5, figura el de haber obtenido el reconocimiento de cooperadores de la función educacional del Estado, mediante resolución del Ministro de Educación.





	4. La ley Nº 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.





	En lo que interesa a este informe, cabe citar su artículo 9º que establece la impugnabilidad de los actos administrativos, señalando que siempre será procedente el recurso de reposición ante el mismo órgano de que hubiere emanado el acto y, cuando proceda, el recurso jerárquico ante el superior correspondiente.





	5. La Constitución Política en su artículo 19 Nº 10 asegura a todas las personas el derecho a la educación, señalando que ésta tiene por objeto el pleno desarrollo de la persona en las distintas etapas de su vida.





	Más adelante agrega que la educación básica es obligatoria, debiendo el Estado financiar un sistema gratuito con tal objeto destinado a asegurar su acceso a toda la población. Asimismo, establece que el Estado deberá fomentar el desarrollo de la educación en todos sus niveles, estimular la investigación científica y tecnológica, la creación artística y la protección e incremento del patrimonio cultural de la Nación.





	Finalmente, señala que es deber de la comunidad contribuir al desarrollo y perfeccionamiento de la educación.





	6. Posición del Senado.





	El Senado dio su aprobación en general, por unanimidad, a esta iniciativa e, igualmente, aprobó el articulado con modificaciones respecto del texto propuesto por el Ejecutivo.








IDEAS MATRICES 0 FUNDAMENTALES DEL PROYECTO Y SINTESIS DE SU CONTENIDO.





	Las ideas centrales del proyecto se orientan a lo siguiente:





	1° Sanear la situación legal que afecta a diversas instituciones y órganos públicos, empresas del Estado e instituciones estatales de educación superior que perciben la subvención educacional que establece el decreto con fuerza de ley N° 5, del Ministerio de Educación, de 1992, con el objeto de evitar la necesidad de devolver las sumas percibidas como consecuencia de un dictamen de la Contraloría General de la República que, interpretando el citado cuerpo legal, concluyó que no tenían derecho a percibir tal subvención.





	Con tal propósito:





	a) Se establece que las instituciones y órganos públicos mencionados tendrán derecho a continuar percibiendo la subvención educacional hasta el término del año laboral docente que se inicia en 1994.





	b) Se dispone el traspaso de estos establecimientos de educación a personas naturales o jurídicas y a corporaciones o fundaciones, dentro del mismo plazo señalado en el número anterior.





	c) Se encomienda al Ministro de Educación la determinación de las instituciones, órganos, empresas o sostenedores a quienes se aplicará esta normativa.





	d) Se declaran ajustados a derecho los pagos y la recepción de la subvención por parte de estas instituciones o empresas.





	2° Modificar el decreto con fuerza de ley Nº 5, del Ministerio de Educación, de 1992, actual Ley de Subvenciones, con los siguientes fines:





	a) establecer que sólo procederá efectuar descuentos al monto de la subvención en caso de existir discrepancias, cuando siendo positiva la discrepancia corregida de un establecimiento, también lo sea el promedio de dichas discrepancias en la fecha de las tres últimas visitas.





	b) fijar una cuantía al monto de las sanciones pecuniarias que pueden aplicarse al infractor de las normas de la Ley de Subvenciones, para los efectos de determinar la procedencia del recurso de apelación ante las autoridades superiores del Ministerio de Educación.





	c) autorizar al Subsecretario de Educación para que deje sin efecto la medida de rentención de la subvención como consecuencia del incumplimiento por parte del sostenedor del pago de las cotizaciones previsionales de su establecimiento, cuando dicha medida comprometa gravemente la garantía constitucional del derecho a la educación.





	Estas ideas que, de conformidad a lo establecido en los artículos 62, inciso tercero y 60 Nº 14 de la Carta Fundamental, son materia de ley de la exclusiva iniciativa presidencial, sin perjuicio, además, del principio de la jerarquía de las normas de derecho, el proyecto las concreta por medio de dos artículos permanantes y uno transitorio.





	En efecto, por el artículo 1º se establece que las instituciones y órganos públicos, empresas del Estado o instituciones estatales de educación superior que estén percibiendo subvención educacional por establecimientos educacionales que hayan sido declarados cooperadores de la función educacional del Estado o reconocidos oficialmente, y que cumplan, además, con los requisitos para impetrar la subvención, tendrán derecho a continuar percibiéndola hasta el término del año laboral docente que se inicia en 1994.





	El inciso segundo dispone que dentro del plazo señalado, las instituciones, órganos o empresas mencionadas adoptarán las medidas que correspondan de acuerdo a la Ley de Subvenciones, para traspasar los establecimientos a personas naturales o jurídicas, corporaciones o fundaciones, hecho lo cual cesarán de recibir la subvención.





	El inciso tercero añade que el ministro de Educación deberá determinar, mediante resolución, las instituciones, órganos o empresas a quienes se aplicará esta ley y practicará las notificaciones que procedan a fin de que se de cumplimiento a esta normativa dentro del plazo señalado.





	Por el artículo 2º se introducen tres modificaciones a la Ley de Subvenciones:





	� por la primera se reemplaza el inciso tercero del artículo 14 para establecer que se aplicará el descuento a la subvención, cuando la discrepancia corregida de un establecimiento sea positiva y siempre que lo sea también el promedio de las discrepancias corregidas de las tres últimas visitas.





	� por la segunda se substituye el inciso segundo del artículo 39 para disponer que procederá el recurso de apelación ante el Subsecretario de Educación, por las sanciones de multas superiores a un 20% de la subvención mensual correspondiente al mes en que se aplica, como también respecto de las suspensiones o privaciones de la subvención de un monto igual o superior al señalado. En contra de las demás sanciones que establece el artículo 36, procederá la apelación ante el Ministro del ramo.





	� por la tercera se agrega un artículo 39 bis para facultar al Subsecretario de Educación para dejar sin efecto, mediante resolución fundada, la medida de retención de la subvención cuando el sostenedor no cumpla con el pago de las cotizaciones previsionales de su establecimiento, facultad que sólo podrá ejercerse cuando la medida de retención afecte gravemente por parte del Estado la garantía del derecho a la educación. En todo caso, la suspensión de la medida no podrá exceder del término del período escolar correspondiente.





	El inciso segundo añade que, en caso de que se dicte la resolución que deja sin efecto la medida de retención, el Ministro de Educación deberá retener del monto de la subvención una cantidad equivalente al monto de las imposiciones impagas hasta el mes anterior, la que será transferida al sostenedor una vez que acredite haber efectuado las cotizaciones.





	Por el artículo transitorio se declaran ajustados a derecho el pago y la percepción de la subvención por las instituciones o empresas que la han recibido de acuerdo a la normativa vigente a lo largo del tiempo, desde que comenzaron a percibirla y hasta la vigencia como ley del proyecto.








DISCUSION DEL PROYECTO.





a) Discusión en general.





	La Comisión, aunque un tanto extrañada por estas nuevas modificaciones a la Ley de Subvenciones, siendo tan recientes las últimas que se le introdujeron por medio de la ley Nº 19.138, concordó con la proposición del Ejecutivo en cuanto a la necesidad de regularizar la situación de las instituciones públicas que perciben subvención por los establecimientos educacionales que regentan como también con las rectificaciones que se introducen al decreto con fuerza de ley Nº 5, procediendo a aprobar en general la iniciativa, por unanimidad.





b) Discusión en particular.





	Durante la discusión pormenorizada del proyecto, la Comisión llegó a los siguientes acuerdos:





	Artículo 1º.-





	Concede el derecho a continuar percibiendo subvención a las entidades, órganos o instituciones públicas, empresas del Estado y demás que señala, por los establecimientos educacionales que mantienen.





	Respecto de esta norma, la Comisión coincidió plenamente con las explicaciones entregadas por la representante del Ministerio de Educación quien, comparando el texto propuesto con el original del Mensaje, señaló que la proposición de carácter genérica efectuada por el Senado, en reemplazo de la enunciativa del texto del Ejecutivo, evitaba el riesgo de que quedarán sin considerarse algunas entidades y establecimientos.





	Asimismo, en lo que respecta al plazo que fija el inciso segundo para el traspaso de las instituciones educacionales, el Diputado señor Bayo precisó que ello obedecía a la necesidad de adecuar la situación a la legalidad por cuanto se trata de entidades públicas que no tienen derecho a percibir subvención.





	El Diputado señor Valenzuela, apelando a su experiencia personal, estimó breve el plazo a que se refiere el inciso segundo para efectuar los traspasos, por cuanto si éstos se hacen a corporaciones o fundaciones creadas especialmente para el efecto, seguramente no se alcanzaría a constituirlas en dicho término. En consecuencia, sugirió ampliarlo, o bien, suprimir las expresiones "corporaciones o fundaciones.". No obstante, ante la aseveración de la representante del Ministerio en cuanto a que la constitución de este tipo de entidades era informada con prontitud por el Departamento Legal del mismo, no formuló indicación alguna.





	Finalmente, a proposición del Diputado señor Villouta, la Comisión acordó agregar una coma (,) después de las palabras "subvención educacional" que figuran en el primer inciso.





	Cerrado el debate, se aprobó el artículo con la corrección ortográfica señalada, por unanimidad.





	Artículo 2º.





Introduce diversas modificaciones al decreto con fuerza de ley Nº 5, del Ministerio de Educación, de 1992.





Respecto del Nº 1, la representante del Ejecutivo hizo presente que lo que se buscaba era evitar un claro perjuicio para los sostenedores, por cuanto el mecanismo de promediar las discrepancias corregidas de un establecimiento, obtenidas de las tres últimas visitas, equivalía a una sanción o condena perpetua, toda vez que bastaba que en una de tales visitas se obtuviera una discrepancia positiva elevada, para que el promedio final siempre fuera positivo y diera lugar al descuento cualquiera que hubiera sido el comportamiento del sostenedor en la última inspección. Resumió el fundamento de la modificación, señalando que lo que se quería evitar en el caso de ser negativa la última discrepancia, es decir, favorable para el sostenedor, era promediarla con las positivas, de tal manera de no dar lugar al descuento ya que el sostenedor habría mejorado. su actuación.





	En lo que se refiere al Nº 2, la misma abogado del Ministerio de Educación, sostuvo que al omitirse en la Ley de Subvenciones la colocación de un tope o límite para la procedencia del recurso de apelación, se dio lugar a una verdadera inundación del Ministerio con estos recursos, referidos a multas y sanciones de muy poca entidad, lo que se tradujo en un inncesario sobrecargo del trabajo. De aquí la necesidad de limitar dicha procedencia, haciendo inapelables las multas y sanciones de poco valor, de las que siempre se podrá recurrir, por la vía de la reposición, ante el Secretario Regional Ministerial respectivo.





	El Diputado señor Villouta estimó poco clara la redacción de este número toda vez que, a su entender, la frase "y en contra de las demás sanciones establecidas en el artículo 36 procederá el recurso de apelación ante el Ministro de Educación.", significaría que a este funcionario le correspondería pronunciarse respecto de las apelaciones sobre multas de escaso valor, ya que el tope del 20% de una subvención mensual que se propone, dejaría comprendidas a las de menor valor en la frase "en contra de las demás sanciones". Sostuvo que la redacción debería tener un carácter condicional, declarando procedente el recurso de apelación siempre que se tratare de multas de un monto superior al 20% de una subvención mensual.





	El Diputado señor Peña estimó que el texto propuesto al emplear los términos "y en contra de las demás sanciones", hace un claro distingo entre las multas y las demás que señala el artículo 36, por lo que, a su parecer, la parte final del inciso no comprende a las multas ni a las demás sanciones de poca entidad.





	El Nº 3 no suscitó mayor debate, manifestándose la Comisión conforme con su contenido.





	Como no se formularan indicaciones respecto de este artículo, se procedió al cierre del debate, resultando aprobado por unanimidad, en los mismos términos propuestos.





	Artículo transitorio.





	Declara ajustados a derecho los pagos y la percepción de la subvención educacional por parte de las entidades señaladas en el artículo 1º.





	Se	lo aprobó, sin debate, por unanimidad y en los mismos términos propuestos.








CONSTANCIA.





La Comisión dejó constancia para los efectos de lo establecido en los números 2º, 4º y 5º del artículo 286 del Reglamento de la Corporación, de lo siguiente:





1º Que ninguna de las disposiciones del proyecto es propia de ley orgánica constitucional o de quórum calificado.





2º Que todo su articulado es de la competencia de la Comisión de Hacienda.





3º Que todas las normas que propone se aprobaron por unanimidad.








****








Por las razones expuestas y las que en su oportunidad dará a conocer el señor Diputado Informante, esta Comisión recomienda aprobar el proyecto en los mismos términos propuestos, conforme al siguiente texto:








PROYECTO DE LEY:





	"Artículo 1º.� Las instituciones y órganos públicos, empresas del Estado o instituciones estatales de educación superior que estén percibiendo subvención educacional, conforme a las normas del decreto con fuerza de ley Nº 5, de 1992, del Ministerio de Educación, por establecimientos educacionales de enseñanza pre�básica, básica o media que hayan sido declarados cooperadores de la función educacional del Estado o reconocidos oficialmente, y que cumplan con los requisitos establecidos en el artículo 6º de dicho cuerpo legal, tendrán derecho a continuar percibiéndola hasta el término del año laboral docente que se iniciará en 1994.





	Durante el transcurso del plazo señalado y con el objeto de evitar la discontinuidad del servicio educacional y proseguir con la atención de sus alumnos, las instituciones, órganos o empresas mencionadas adoptarán las medidas administrativas necesarias, de conformidad con lo establecido en el decreto con fuerza de ley Nº 5, ya citado, para traspasar los establecimientos educacionales a personas naturales, personas jurídicas existentes o a corporaciones o fundaciones regidas por el Título XXXIII del Libro I del Código Civil que se creen. Producido el traspaso, las instituciones o empresas a que se refiere el inciso anterior, dejarán de percibir la subvención respectiva.





	El Ministro de Educación, mediante resolución, determinará las instituciones, órganos o empresas, los establecimientos educacionales y los sostenedores a quienes se aplica esta ley y practicará las notificaciones que procedan, con el fin de que se de cumplimiento a sus normas dentro del plazo indicado en el inciso primero.





	Artículo 2º.� Introdúcense las siguientes modificaciones al decreto con fuerza de ley Nº 5, de 1992, del Ministerio de Educación:





	1)	Reemplázase el encabezamiento del inciso tercero del artículo 14 por el siguiente:





	"Cuando la discrepancia corregida a que se refiere la letra c) del presente artículo sea positiva y el promedio de las discrepancias corregidas de un establecimiento educacional en la fecha de las últimas tres visitas resultare positivo, se aplicará un descuento del monto calculado de la subvención de acuerdo con la siguiente tabla:".





	2)	Sustitúyese el inciso segundo del artículo 39 por el siguiente:





	"En contra de las sanciones de multas superiores a un 20% de una subvención mensual correspondiente al mes en que se aplica la sanción, y de suspensión o de privación temporal y parcial de la subvención correspondiente a un monto igual o inferior al señalado, procederá recurso de apelación ante el Subsecretario de Educación, y en contra de las demás sanciones establecidas en el artículo 36 procederá el recurso de apelación ante el Ministro de Educación.".





	3)   Agrégase, a continuación del artículo 39, el siguiente artículo 39 bis:





	"Artículo 39 bis.� El Subsecretario de Educación podrá, mediante resolución fundada, ordenar que se deje sin efecto la medida de retención de la subvención que proceda por el incumplimiento del pago de cotizaciones previsionales por parte de los sostenedores de establecimientos educacionales, en aplicación de la letra e) del artículo 6º de este cuerpo legal. Dicha resolución sólo procederá cuando la suspensión del derecho a percibir la subvención comprometa gravemente la garantía por parte del Estado del derecho a la educación establecido en el artículo 19 Nº 10 de la Constitución Política de la República, y no podrá extenderse más allá del término del respectivo período escolar.





	En los casos en que se dicte la resolución a que se refiere el inciso anterior, el ministerio de Educación retendrá de la subvención mensual un monto equivalente a las cotizaciones impagas hasta el mes anterior, el que será transferido al sostenedor cuando éste demuestre haber efectuado dichas cotizaciones.".





	Artículo transitorio.� Decláranse ajustados a derecho el pago y la percepción de las subvenciones educacionales que las instituciones o empresas a que se refiere esta ley han recibido en conformidad a lo establecido en el decreto ley Nº 3.476, de 1980, o en los decretos con fuerza de ley Nºs. 2, de 1989, y 5, de 1992, ambos del Ministerio de Educación, desde que comenzaron a percibirla y hasta la fecha de vigencia de la presente ley.".








****





	Se designó Diputado Informante al señor EDMUNDO VILLOUTA CONCHA.





Sala de la Comisión, a 4 de agosto de 1993.





	














	Acordado en sesión de igual fecha con la asistencia e los señores Diputados José Peña Meza (Presidente), Francisco Bartolucci Johnston, Francisco Bayo Veloso, Camilo Escalona Medina, José Miguel Ortiz Novoa, Claudio Rodríguez Cataldo, Carlos Valcarce Medina, Felipe Valenzuela Herrera, Sergio Velasco de la Cerda y Edmundo Villouta Concha.
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